ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN  66001 22 04 003 2018 00211

ACCIONANTE: FERNANDO BAHAMÓN CÉSPEDES 
ACCIONADA: FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y OTROS 
ASUNTO: HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Proceso:
Acción de tutela primera instancia
Radicación:
66001 22 04 003 2018 00211

Accionante:
Fernando Bahamón Céspedes 
Accionada:
Fiscalía General de la Nación y otros 
Asunto:

Hecho superado
TEMAS:
DERECHO A LA VIDA / PROGRAMA DE PROTECCIÓN A TESTIGOS / FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN / HECHO SUPERADO.
“La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico. En este sentir,  el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela[2]. 

 

(…)  El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío[4]. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, treinta y uno (31) de octubre de dos mil dieciocho (2018)

Aprobado por Acta No.0968
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida el señor Fernando Bahamón Céspedes en contra del Fiscal General de la Nación, Dr. Néstor Humberto Martínez y del Director Nacional de Protección y Asistencia de la Fiscalía General de la Nación, Dr. Jaime Enrique Pinillos Ramírez, por considerar vulnerado el derecho  fundamental la defensa.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. El señor Fernando Bahamón Céspedes, envió por correo electrónico un escrito que fue recibido en la oficina de reparto de la Administración Judicial de esta ciudad, mediante el cual indicó que instauraba acción de tutela en contra del Director Nacional de Protección y Asistencia de la Fiscalía General de la Nación, Dr. Jaime Enrique Pinillos Ramírez, y el Fiscal General de la Nación, Dr. Néstor Humberto Martínez, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la defensa y la vida, los que igualmente pueden ser afectados en el caso de su esposa, señora Derlis Eliana Peinado Gutiérrez y sus dos hijos menores de 13 y 15 años de edad.

Relató el señor Bahamón Céspedes que tanto él como su esposa e hijos fueron vinculados al Programa de Protección y Asistencia de la FGN dentro del caso radicado al No.140087, en la investigación que se dio a raíz del asesinato del dueño de Surtifruver de la Sabana, en la que el actor prestó su colaboración ante la Fiscalía 364 de la Unidad de Vida de Bogotá, por lo que se logró la captura de los autores materiales e intelectuales de dicho homicidio, lo que generó un atentado en contra de su vida.

Indicó el actor que el 24 de septiembre de 2018, siendo las 11:00 a.m. cuando se encontraban en la residencia ofrecida por el programa de protección de la FGN, ubicada en el conjunto residencial Lombardía de Pereira, el agente “Alexander” encargado de su seguridad, junto con otros funcionarios de las entidades demandadas con sede en Pereira, lo obligaron junto con su familia a salir de manera amenazante del lugar en el que estaban resguardados, recibiendo como única explicación el hecho de haber cometido un delito de lesiones personales del que cree fue generado por un reclamo o pelea con uno de los profesores de sus hijos, lo cual terminó en unos compromisos que ambos hicieron en una inspección de policía, sin que exista denuncia al respecto o sentencia condenatoria en su contra.  De todos modos, los funcionarios le exigieron que  debían irse inmediatamente de ese lugar sin llevarse sus pertenencias y para que se fueran  les dieron $400.000 para pasajes.

Consideró que el acto administrativo que conllevó a la expulsión del programa de protección es ilegal, ya que según el actor se basó en un informe falso emitido por un funcionario y del cual no le dieron la oportunidad de controvertir. Por lo tanto, indicó que se encuentra escondido con su familia en San Pedro de Urabá, Antioquia, en donde corren peligro sus vidas al ser desvinculados del programa de protección y asistencia de la Fiscalía General de la Nación. 

Hizo referencia a otros casos en los que había colaborado con la FGN, especialmente en extinción de dominio contra personas que hicieron parte de las FARC y otras conductas ilícitas, los cuales se encuentran en investigación en la Fiscalía 28 Seccional de Neiva, Huila, y las  Fiscalías 35 y 48 Especializadas  de Bogotá.

El accionante solicitó que se tutelen los derechos fundamentales a la vida y la defensa y en tal sentido,  sean vinculados al programa  de la FGN por cuanto su vida y la de su núcleo familiar corren peligro.

Solicitó que se tomen las medidas preventivas en aras de evitar que el actor y su familia sean asesinados y en tal sentido, se restablezcan sus derechos en Pereira ciudad donde sus hijos se encontraban estudiando y ocupaban los primeros lugares. 

Aclaró el accionante que había el 26 de septiembre de 2018 había radicado en la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Bogotá una acción de tutela idéntica a la que hoy se recibe en este Despacho; sin embargo, considera que la misma se extravió por cuanto no ha sido notificado de ninguna decisión.  Lo anterior, con el fin de que no se considere que existe temeridad en la interposición de esta demanda de amparo (Fls. 1-8).

2.2. Mediante auto del 17 de octubre de 2018 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo, se ordenó correr traslado de la misma a los funcionarios accionados y vincular la Litis con la Fiscalía 28 Seccional de Neiva, Huila, las Fiscalías 35 y 48  Especializadas de Extinción del Derecho de Dominio de Bogotá y al Director Seccional de Fiscalías de Risaralda, para que se integre el litisconsorcio necesario, a efectos de que dentro del mismo término antes indicado se pronuncien al respecto, si a bien lo tienen.  Así mismo, se dispuso  que por  Secretaría se oficiara al Tribunal Superior Sala Penal de Bogotá para que informe si el señor Fernando Bahamón Céspedes radicó el 26 de septiembre de 2018 una acción tutela idéntica a la que ahora se avoca (Fl. 12).
2.3. Mediante auto del 18 de octubre de 2018 el Despacho del suscrito Magistrado Ponente consideró que si bien era cierto que los hechos relatados por el accionante eran graves, al no contar con los elementos materiales probatorios suficientes que sustentaran sus dichos, antes de decidir si decretaba o no la medida provisional solicitada en la demanda de tutela, ordenó requerir de manera oficiosa al Director Nacional de Protección y Asistencia de la Fiscalía General de la Nación, Dr. Jaime Enrique Pinillos Ramírez, y al Fiscal General de la Nación, Dr. Néstor Humberto Martínez para que dentro del término de un (1) día, los motivos por los cuáles el señor Bahamón Céspedes y su familia pertenecían al programa de protección que la FGN ofrece a los testigos y la razones que llevaron a la entidad a la desvinculación de ese grupo familiar del mismo (Fls. 13 y 14). 



3. RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA

3.1.  DIRECTOR SECCIONAL DE FISCALÍAS DE RISARALDA (E)

Informó que mediante el oficio No.2117 del 19 de octubre del año que avanza, se dio traslado vía correo, con informe de recibió y leído, así como también de manera física, de la presente acción de tutela a la Dra. Yomaira Reyes Urrego, en calidad de Directora de la Unidad de Protección y Asistencia para el departamento de Risaralda por tratarse de hechos ocurridos directamente en esa dirección, al tiempo que se le requirió para que diera trámite a la misma (Fl. 25).
Adjuntó copia del oficio antes mencionado (Fl. 26).

3.2.  El Secretario de la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá informó que revisado el sistema de gestión Siglo XXI, se determinó que el señor Fernando Bahamón Céspedes radicó una acción constitucional el 6 de abril del presente año, la cual fue repartida al Despacho del Magistrado Gerson Chaverra Castro bajo el radicado No.110012204000201800635-00 en contra del Director de Seguridad Ciudadana (Fl. 27).

Adjuntó copia de las anotaciones en el sistema Siglo XXI con respecto a la acción de tutela mencionada (Fl. 28).

3.3. OFICINA JURÍDICA DEL PROGRAMA DE PROTECCIÓN Y ASISTENCIA DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN
Se refirió a las competencias y funciones legales del programa.

Hizo una relación del proceso del señor Bahamón Céspedes y del concepto del informe de riesgo en su caso para lo cual explicó las veces en que el accionante ha solicitado medidas de protección desde el año 2005, así como las ocasiones en que ha sido retirado del programa por situaciones anómalas e inconvenientes dentro del mismo, ante la falta de colaboración del señor Bahamón para su propia seguridad. 
Se refirió, entre otros, al informe de novedad del 31 de agosto de 2018 con respecto a un altercado que el señor Bahamón Céspedes tuvo con un docente de la institución donde estudian sus hijos, el que al según verificación del personal a cargo de su seguridad, se inició por el accionante  y en tal virtud fue denunciado penalmente por el profesor. Además, señaló que el actor no solo había expuesto públicamente que se encontraba protegido por la FGN, violando todos los protocolos de seguridad, sino que dijo que era ex militar y ex comandante guerrillero, sumado a que la progenitora de los menores apoyó tal comportamiento cuando dijo que esa era la forma de arreglar los problemas para que nadie se metiera con sus hijos.  Lo anterior, generó la decisión de excluir al señor Bahamón Céspedes y su grupo familiar del Programa de Protección y Asistencia mediante el Acta No.20181100052513 del 19 de septiembre de 2018.  

Informó que miembros del comité de Exclusiones y Renuncias en sesión extraordinaria No.41 del 12 de octubre del año en curso, definieron la situación del accionante para una posible decisión de revocar o no el acta de exclusión antes mencionada.  De tal manera, que al analizar el caso del accionante, el Director del Programa de Protección y Asistencia de la FGN dispuso mediante el Acta de Protección Inmediata No.20181100059153 del 22 de octubre de 2018, reiniciara el proceso protectivo en favor del señor Fernando Bahamón Céspedes y su grupo familiar, lo cual fue puesto en conocimiento del mismo con el oficio No.20181100130171 de la misma fecha.

Explicó que el accionante e integrantes de su grupo familiar generaron con su desproporcionado comportamiento, riesgos innecesarios sin tomar conciencia de la responsabilidad que era su obligación, puesto que lo que intentó el Programa de Protección y Asistencia fue infructuosamente proteger el bien más preciado de todo ser humano como es la vida.  Sin embargo, su exposición repetitiva en conductas que incrementaban su riesgo, no podían ser asumidas por ese ente ni por el Estado

Consideró que por parte del Programa de Protección y Asistencia de la FGN ha cumplido con sus funciones, de manera tal que, las situaciones que se presentaron dentro del proceso protectivo son única y exclusivamente responsabilidad del actor, por lo que no se está frente a una vulneración de sus derechos fundamentales ni los de su familia.  Por lo tanto, solicitó que se deniegue el amparo invocado y se declare la existencia de un hecho superado (Fls. 29-35).
Allegó copia del Acta de Exclusión del 14 de septiembre de 2018 y del formato de reunión del Comité de Exclusiones y Renuncias extraordinario No.41 del 12 de octubre de 2018  (Fls. 36-39)
3.4.  FISCAL 35 ESPECIALIZADO EN EXTINCIÓN DE DOMINIO
Informó que la una vez recibida la notificación de la presente demanda de tutela, se corrió traslado de la misma a la Dirección Nacional de Protección y Asistencia de la FGN donde previos los trámites debidos, fue incorporado al programa de protección. 

Señaló que la inclusión, permanencia y exclusión de testigos del programa de protección es competencia de la Dirección mencionada, por lo que mal haría en indicar algo diferente (Fl. 40).


3.5.  FISCAL 28 SECCIONAL DE APOYO DE NEIVA, HUILA

Hizo referencia a la investigación con radicado No.415516000597201701204 en la cual el accionante señaló dentro de un reconocimiento fotográfico a los autores intelectuales del homicidio del señor Luis Gerardo Ochoa Sánchez en el municipio de Pitalito, Huila, las que posteriormente fueron capturadas.
Mencionó que al momento de la recepción de la declaración jurada en la ciudad de Bogotá, al señor Bahamón Céspedes se le planteó la posibilidad de vincularlo al programa de protección de testigos de la FGN, manifestando que no era su deseo por cuanto ya conocía como era dicho programa.  No obstante, al parecer el accionante fue víctima de un atentado en su integridad por lo que la Fiscalía 364 de la Unidad de Vida de Bogotá realizó las labores tendientes a su incorporación al programa de protección a testigos.  En tal sentido, se desconocía el lugar de su ubicación, pero en caso de necesitarse el actor para que declarara en juicio, debía informarse a la Dirección de Protección para que lo desplazaran.

Indicó que al no tener conocimiento de los motivos por los cuales el accionante fue desvinculado del programa de desprotección, no se pronunciaría al respecto.  Por lo tanto, solicitó que no se emitiera orden alguna en contra de esa Delegada en el presente trámite (Fls. 43 y 44).
3.5. FISCAL 48 SECCIONAL DE BOGOTÁ D.C.

Informó que se adelantan tres investigaciones en las cuales se señala a posibles testaferros de las FARC y en las que en desarrollo a los propósitos de la fase inicial, se tuvo el conocimiento sobre la desmovilización de un miembro del Bloque Sur, señor Fernando Bahamón Céspedes, quien brindó colaboración en diligencia de declaración jurada, previa solicitud de su traslado a ese Despacho el 7 de junio de 2018, con las pertinentes medidas de seguridad y sin que se supiera de su ubicación, ya que en la diligencia no quedó registro alguno, por lo que al terminar dicha actuación, el señor Bahamón Céspedes fue entregado a los funcionarios de Protección que lo custodiaban. De tal manera, que ese fue el único contacto que se tuvo con el accionante y a quien no se le hizo ofrecimiento alguno frente al programa de protección, pues ya contaba con el mismo.
Señaló que desconoce las razones por las cuáles el actor fue excluido del programa de protección, no existiendo nexo de causalidad del supuesto hecho vulnerador indicado por el mismo y la declaración rendida en ese Despacho.  Por lo tanto, solicitó negar el amparo invocado  (Fls. 45 y 46).

Adjuntó copia del oficio solicitando el traslado del señor Bahamón Céspedes para el 7 de junio de 2018 (Fl. 47).

3.6. El 22 de octubre del año que avanza, el señor Fernando Bahamón Céspedes allegó un escrito al correo electrónico de la Secretaría de esta Sala, mediante el cual aclaró que la tutela que había enviado al Tribunal de Bogotá (sic), jamás llegó por cuanto la dirección estaba errónea.  

Indicó que la oficina de protección lo había estado llamando para manifestarle que iba a ser “recibido” nuevamente, lo que consideró “es con la intención de hacerlo (sic) caer en error a su despacho como hecho superado”.
Reiteró que se encontraba en San Pedro de Urabá, escondido con su familia en una carpa a la orilla del río, sin dinero para irse a otro lugar y aguantando hambre.  Por lo tanto, insistió en la tutela de sus derechos, se restablezca la protección y que sus hijos regresen a su colegio en Pereira (Fl. 48).

Allegó copias de los siguientes documentos: i) oficio del Fiscal 35 Especializado de Bogotá al Director de Protección y Asistencia en donde se reportan las amenazas en contra del señor Bahamón Céspedes, ii) derecho de petición del señor Bahamón Céspedes ante la Fiscalía 35 Especializada de Bogotá, iii) oficio  del Fiscal 35 Especializado de Bogotá a la Directora Especializada de Extinción del Derecho de Dominio,  iv) respuesta emitida por el Fiscal 35 Especializado de Bogotá al señor Bahamón Céspedes y v) de los “pantallazos” de las noticias relacionadas con la muerte del dueño de Surtifruver (Fls. 49-56).
3.7.  DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS DE LA FISCALÍA GENERAL  
Consideró que la FGN no ha vulnerado derechos fundamentales al accionante, toda vez que su exclusión del Programa de Protección y Asistencia obedeció al incumplimiento del mismo de las obligaciones propias del programa, las que habían sido informadas al momento de su incorporación.  No obstante, el ente investigador y acusador ha adoptado las medidas necesarias para garantizar su seguridad y la de su núcleo familiar, lo que se traduce en el caso en concreto en carencia actual de objeto por hecho superado.
Explicó los motivos por los cuales fue vinculado el accionante al Programa de Protección y Asistencia de la FGN, así como su desvinculación del mismo.

Informó que la FGN adelantó todas las medidas necesarias para materializar la reincorporación del accionante y de su núcleo familiar al Protección y Asistencia, de ahí que el 12 de octubre del año que avanza, el Comité de Exclusiones y Renuncias Extraordinario No.41 de la Dirección del Programa de Protección y Asistencia llevó a cabo una reunión en donde se abordó el caso 140087, cuyo titular es el señor Fernando Bahamón Céspedes.   En dicha reunión el Fiscal 364 Delegado Seccional señaló que pese a las faltas recurrentes del señor Bahamón Céspedes, el mismo tiene información importante y sensible para el cao Surtifruver y de un homicidio de una persona en Pitalito, Huila.  Así mismo, que la investigación venía en un punto muerto y que la colaboración del actor ha sido clave para destrabar la misma.  
Indicó que luego de la intervención del Fiscal del caso y de otros miembros del Comité, el Consejo por unanimidad procedió a revocar el acta de exclusión “con la condición (…) (de que el accionante) debe acatar las normas y protocolos que tiene el Programa para poder garantizar la seguridad”.  Adicionalmente, se ordenó “realizar la evaluación por extensión de amenaza de riesgo del núcleo familiar”. 
Por lo anterior, los servidores del Programa de Protección de Asistencia se contactaron con el accionante el 19 de octubre pasado, con el propósito de reunirse con él en la ciudad de Medellín para proseguir con los trámites administrativos para la revinculación al Programa.  Sin embargo, el señor Bahamón Céspedes señaló que se encontraba a siete horas de esa ciudad, específicamente en San Pedro de Urabá y que solo podía desplazarse hasta el lunes 22 de octubre por la situación de orden público.  Pese a su respuesta, los funcionarios del Programa le sugirieron al actor que podrían recogerlo en el municipio donde se encontraba con el fin de garantizar su seguridad, pero el  accionante se negó y reiteró que solo hasta el lunes podría reunirse, de lo cual anexa el “whatsapp” del actor.

Señaló que la Dirección del Programa de Protección y Asistencia ha surtido todas las actuaciones necesarias para realizar la inmediata revinculación del accionante al programa, por lo que el lunes 22 de octubre del presente año, el equipo operativo del Programa lo contactó  nuevamente, pero este no ha permitido que sea recogido en el lugar en donde se encuentra, señalando que en cambio requiere de dinero para salir del lugar de riesgo, situación que se opone a los protocolos del Programa ya que el objetivo mismo es disponer un equipo de seguridad que le permita al actor a salir de la zona de peligro. De todos modos, como no se sabe la ubicación exacta del accionante, la entidad suscribió el acta de protección con lo cual se garantiza al señor Bahamón Céspedes y a su grupo familiar que a partir del 22 de octubre de 2018 se encuentran revinculados de manera efectiva al Programa para salvaguardar sus vidas. Por lo tanto, contarán  con medidas integrales de protección inmediata en los términos previstos en la Resolución No.0-1006 de 2016.

Por lo anterior, con la expedición del Acta de Protección Inmediata se ha satisfecho la pretensión del accionante.  En tal virtud, solicitó que se declare la carencia actual de objeto (Fls. 57-60).

Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) pantallazo de un mensaje de whatsapp del señor Fernando Bahamón Céspedes; ii) Acta de Protección Inmediata del 22 de octubre de 2018 suscrita por el Director de Protección y Asistencia (E) dentro del radicado No.20181100059153 a favor del señor Fernando Bahamón Céspedes; iii) oficio No.20181100130171 del 22 de octubre de 2018 del Director de Protección y Asistencia en el que le informa a la Fiscalía 364 Delegada Seccional de Bogotá sobre la medida de protección inmediata para el señor Fernando Bahamón Céspedes y su familia; iv) formato de acta de reunión del Comité de Exclusiones y Renuncias Extraordinario No.41 del 12 de octubre de 2018; v) correo electrónico en el que el Director Nacional de Protección y Asistencia envía el Acta de Exclusión a la Oficina de Protección de Pereira; vi) Acta de Exclusión del Programa de Protección y Asistencia a la FGN al señor Fernando Bahamón Céspedes y a su grupo familiar  con fecha del 14 de septiembre de 2018; vii) informe ejecutivo interno No.140087 de la Dirección de Protección y Asistencia de la FGN; viii) oficio de la Unidad Operativa del 19 de octubre de 2018 dirigido al Director de Protección y Asistencia sobre el informe de reincorporación al caso No.140087E;  ix) Resolución No.0303 del 20 de marzo de 2018 por medio de la cual se establece la organización interna de la Dirección de Asuntos Jurídicos y se dictan otras disposiciones y x) acta de protección física incorporación  (Fls. 61-84).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. El artículo 2.2.3.1.2.1 de Decreto 1069 de 2015  fue modificado  por el artículo 1º del  Decreto Nacional 1983 de 2017 el que para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991,  señaló que conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:  “(…) 5. Las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional del autoridad jurisdiccional accionada (…)”.

4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.4.  DEL CASO EN CONCRETO

4.4.1. En el caso sub examine, observa la Sala que el motivo que llevó al señor Fernando Bahamón Céspedes a solicitar la intervención del juez constitucional fue para que las entidades accionadas volvieran a vincularlo al Programa de Protección y Asistencia para Testigos, el cual había suspendido, según sus manifestaciones, por un informe “falso” emitido por uno de los funcionarios encargados de su seguridad. 
4.4.2. Estando en trámite la presente demanda de amparo, el Director de Protección y Asistencia de la FGN expidió el Acta de Protección Inmediata bajo el radicado No.20181100059153 del 22 de octubre de 2018 por medio de la cual se otorgó protección inmediata  al señor Fernando Bahamón Céspedes, Deslis Eliana Peinado Gutiérrez y a sus dos hijos menores de edad Y.D.P.P. y C.A.P.G.  (Fls. 62-64).  Lo que significa que se han restablecido los derechos fundamentales que el señor Bahamón Céspedes había invocado como transgredidos. Asunto diferente es que el actor no haya dado su ubicación para que los miembros encargados de su seguridad se encarguen de lo necesario para hacer efectiva las  medidas de protección que reclamó por esta vía.
4.4.3. Por lo anterior, esta Colegiatura no acoge el planteamiento del accionante cuando mencionó en su correo electrónico del 22 de octubre de 2018, que lo que pretendía la Oficina de Protección al llamarlo para “recibirlo de nuevo” era hacer incurrir a esta instancia en un error para declarar un hecho superado.  Lo anterior, porque quedó acreditado con los elementos materiales de prueba que se encuentran en la foliatura, que es el señor Bahamón Céspedes el que ha impedido que se lleven a cabo todas las gestiones que se deben adelantar para hacer efectiva la protección de su vida, su cónyuge y la de sus hijos, circunstancias estas que no pueden ser endilgadas a ninguna de las entidades que fueron vinculadas a este trámite.

4.4.4.   Así las cosas, esta Sala considera que no hay necesidad de emitir un pronunciamiento al haberse configurado una carencia actual de objeto, y por ende, no está llamada a proferir orden alguna en aras de proteger los derechos fundamentales invocados por el actor, según lo dispuesto en el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, que reza: “Artículo 26. Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes…”. Con respecto a la figura del hecho superado, la Corte Constitucional en sentencia T-358 de 2014 reiteró lo siguiente:  

“La naturaleza de la acción de tutela estriba en garantizar la protección inmediata de los derechos fundamentales. Entonces, cuando cesa la amenaza a los derechos fundamentales de quien invoca su protección, ya sea porque la situación que propiciaba dicha amenaza desapareció o fue superada, esta Corporación ha considerado que la acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente al caso concreto carecerá de fundamento fáctico. En este sentir,  el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden alguna de protección del derecho fundamental invocado, de suerte que la Corte ha entendido que una decisión judicial bajo estas condiciones resulta inocua y contraria al objetivo constitucionalmente previsto para la acción de tutela[2]. 

 

(…)  El fenómeno de la carencia actual de objeto tiene como característica esencial que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío[4]. Lo anterior se presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el daño consumado.

 

2.3.3.  Por un lado, la carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo, razón por la cual cualquier orden judicial en tal sentido se torna innecesaria. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. Respecto a la carencia actual de objeto por hecho superado, la Corte ha indicado que el propósito de la acción de tutela se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley.

(...) El hecho superado se presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que “carece” de objeto el pronunciamiento del juez. La jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en la tutela”[7].  (Subrayas nuestras)
Por lo anterior y frente a la actuación de la autoridad demandada, esta Sala concluye que se ha configurado una carencia actual de objeto por hecho superado; en tal sentido, el propósito de la acción de tutela pierde su razón de ser, toda vez que su objeto es la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley y en el caso sub examine la situación de hecho que originó la supuesta vulneración del derecho reclamado por el actor desapareció, no existiendo orden alguna que impartir.

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.
RESUELVE:
PRIMERO: DECLARAR LA EXISTENCIA DE UN HECHO SUPERADO dentro de la acción de tutela presentada por señor Fernando Bahamón Céspedes en contra del Fiscal General de la Nación, Dr. Néstor Humberto Martínez y del Director Nacional de Protección y Asistencia de la Fiscalía General de la Nación, Dr. Jaime Enrique Pinillos Ramírez, y las entidades que se vincularon a este trámite, de conformidad con lo considerado en este proveído.  
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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